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Tribunal de Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual

Sala de Defensa de la Competencia

Resolución 0164-2011/SC2-Indecopi

Expediente 2317-2009/CPC

Procedencia: Comisión de Protección al Consumidor - Sede Lima Sur

Procedimiento: De parte

Denunciantes: Nela Yurizán Ángeles Rodríguez

Edson Martín Correa Ocupa

Denunciada: Inversiones Katsuren S.A.C.

Materia: Idoneidad del servicio

Inmuebles

Desperfectos

Actividad: Construcción de edificios completos o de partes de edificios

Sumilla: Se declara la nulidad de la resolución que viene en grado, debido a que dicho acto administrativo se emitió sin cumplir con el procedimiento regular requerido para su conformación al no haberse pronunciado acerca de la actuación de la pericia solicitada durante el procedimiento.

Lima, 27 de enero del 2011

Antecedentes

1. El 28 de agosto del 2009, el señor Edson Martín Correa Ocupa y la señora Nela Yurizán Angeles Rodríguez (en adelante, los señores Correa) denunciaron ante la Comisión de Protección al Consumidor - Sede Lima Sur (en adelante, la Comisión) a Inversiones Katsuren S.A.C.1 (en adelante, la Constructora) por infracción del Decreto Legislativo 716, Ley de Protección al Consumidor2. Señalaron que el 11 de febrero del 2008 celebraron con la denunciada un contrato de compraventa, mediante el cual adquirieron un departamento de estreno ubicado en la Calle Marcos Dongo N.° 290, departamento 403, distrito de Pueblo Libre, provincia y departamento de Lima; sin embargo, tras su entrega el inmueble presentó rajaduras en columnas, vigas, paredes y pisos, sin que la denunciada hubiera dado solución a las mismas. Asimismo, solicitaron se lleve a cabo una pericia técnica en su departamento a fin de que se revisen los desperfectos mencionados.

2. En su defensa, la constructora señaló que el edificio en que se ubica el departamento contaba con las debidas autorizaciones y licencias expedidas por la Municipalidad Distrital de Pueblo Libre, que contrató a una empresa para reforzar el tarrajeo del casco del edificio y que era necesario que se realice una pericia técnica que dictamine acerca del origen y la gravedad de las rajaduras aludidas. Agregó que no se negó a reparar las fallas y que las mismas no se generaron por defectos estructurales del inmueble.

3. Mediante Resolución 618-2010/CPC del 10 de marzo del 2010, la Comisión resolvió lo siguiente:

(i) declaró fundada la denuncia por infracción del artículo 8° de la Ley de Protección al Consumidor, al haberse acreditado que el inmueble adquirido por los señores Correa presentó rajaduras en columnas, vigas, paredes y pisos;

(ii) ordenó como medida correctiva que, dentro del plazo de treinta (30) días calendario contados desde la notificación de la resolución, cumpla con reparar las rajaduras existentes en el departamento de los denunciantes; y,

(iii) sancionó a la Constructora con una multa de 3 UIT y la condenó al pago de costas y costos del procedimiento.

4. El 25 de marzo del 2010, la Constructora apeló la citada resolución solicitando la nulidad del acto recurrido pues la Comisión no llevó a cabo la pericia técnica solicitada ni se pronunció sobre la misma. En caso que se hubiera llevado a cabo, se habría determinado indubitablemente que las rajaduras no revestían ninguna gravedad, no constituían un defecto estructural y que se originaron por la normal dilatación del tarrajeo, por lo que no le eran atribuibles. Asimismo, manifestó que la resolución no contiene una decisión motivada respecto a la medida correctiva ordenada y que la sanción impuesta no tiene correspondencia con los supuestos defectos detectados en el departamento.

Análisis

5. Los procedimientos administrativos seguidos por la comisión, de oficio o a instancia de parte, para investigar presuntas infracciones a las normas de protección al consumidor son procedimientos que implican el ejercicio de la potestad sancionadora y en mérito a dicha naturaleza están sujetos a la observancia de los principios que rigen el ejercicio de la facultad punitiva de la administración.
6. El artículo 230 de la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, comprende una relación detallada de los principios aplicables a este tipo de procedimientos, sin perjuicio de los principios comprendidos en el Artículo IV que son de aplicación a la generalidad de procedimientos administrativos.

7. Dentro de la relación comprendida en el artículo 230 citado, se encuentra el principio de presunción de licitud3, principio medular del procedimiento sancionador por naturaleza inquisitivo, que obliga a la Administración a realizar las acciones necesarias para verificar la efectiva comisión de los cargos imputados y, ante ausencia de pruebas, emitir un fallo absolutorio. Este principio corresponde a la presunción de inocencia que rige en materia penal y cuya observancia se traduce en una serie de cargas para las entidades de la administración que actúen en ejercicio de potestades de sanción.

8. Así, el artículo 235.4 de la Ley del Procedimiento Administrativo General establece que una vez iniciado el procedimiento, la autoridad instructora realizará de oficio todas las actuaciones necesarias para el examen de los hechos a efectos de determinar la existencia de la responsabilidad susceptible de sanción4.

9. La persecución de la infracción y el impulso del procedimiento a cargo de la Administración, guarda relación directa con la debida motivación del acto administrativo, la misma que debe comprender una relación de los hechos probados relevantes al caso específico y los fundamentos jurídicos que con referencia a tales hechos, justifican el acto emitido, más aún tratándose de procedimientos sancionadores en los que es la Administración la que debe acreditar fehacientemente que el administrado incurrió en supuestos de infracción tipificados legalmente, a efectos de sustentar las sanciones impuestas5.

10. Por otro lado, el artículo 10.2 de la Ley del Procedimiento Administrativo General, establece como causal de nulidad del acto administrativo, el defecto o la omisión de alguno de sus requisitos de validez6. El procedimiento regular es uno de los requisitos de validez del acto administrativo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3°.5 de la Ley del Procedimiento Administrativo General7.

11. El artículo 5°.4 de la Ley del Procedimiento Administrativo General dispone que el contenido del acto administrativo debe comprender todas las cuestiones de hecho y derecho planteadas por los administrados8. Asimismo el numeral 1.2 del artículo IV del Título Preliminar de la misma ley establece el derecho de los administrados de ofrecer y producir pruebas9.

12. En el presente caso, los señores Correa solicitaron en su escrito de denuncia que se lleve a cabo un peritaje en el inmueble adquirido a la Constructora a fin de constatar los desperfectos mencionados. A su vez, esta última manifestó su conformidad con la solicitud de peritaje efectuada por el denunciante debido a que consideraba que la pericia habría determinado que las rajaduras referidas por los señores Correa no revestían ninguna gravedad, no constituían un defecto estructural y que se originaron por la normal dilatación del tarrajeo. Posteriormente, en su escrito de apelación, la Constructora reiteró la importancia de actuar dicha prueba, a fin que la autoridad administrativa pueda corroborar sus afirmaciones.

13. Cabe señalar que respecto a la solicitud de peritaje referida en el párrafo anterior, la Comisión no emitió pronunciamiento alguno.

14. Sobre el particular, cabe tener en cuenta que la realización de un peritaje, propuesto en su momento por los señores Correa y aceptado por la Constructora, podría resultar necesaria para resolver la controversia en el presente procedimiento, siendo fundamental que la primera instancia actuara dicho medio probatorio. Caso contrario, debió informar su decisión de no llevar a cabo dicha actuación, a fin de dar oportunidad a las partes de presentar los medios probatorios que consideraran pertinentes para acreditar sus afirmaciones.

15. En materia probatoria, los artículos 163 y 166 de la Ley del Procedimiento Administrativo General establecen que, cuando la naturaleza del procedimiento lo exija, la autoridad debe disponer la actuación de todos los medios probatorios necesarios para acreditar los hechos invocados o que fueren conducentes para su pronunciamiento, pudiendo solicitar para ello, entre otros medios, informes y dictámenes de cualquier tipo10.

16. El Artículo IV del Título Preliminar de la Ley del Procedimiento Administrativo General11 establece que el procedimiento administrativo se sustenta, entre otros, en el principio de verdad material. Este principio consiste en que la autoridad administrativa competente para conocer un caso deberá verificar plenamente los hechos que sirven de motivo a sus decisiones, para lo cual deberá adoptar todas las medidas probatorias necesarias autorizadas por la ley, aun cuando no hayan sido propuestas por los administrados o hayan acordado eximirse de ellas.

17. Conforme a lo establecido por la Ley del Procedimiento Administrativo General, a fin que la Comisión en su resolución pueda comprender todas las cuestiones de hecho y derecho planteadas por ambos administrados, debió valorar la pertinencia de actuar la pericia solicitada, a fin de salvaguardar el debido procedimiento administrativo.

18. Al haberse determinado que la Comisión no cumplió con lo previsto en el artículo 235.4 de la Ley del Procedimiento Administrativo General, corresponde declarar la nulidad de la Resolución 618-2010/CPC del 10 de marzo del 2010 y disponer que la Comisión emita un nuevo pronunciamiento, para lo cual deberá valorar la pertinencia de realizar una pericia técnica donde se determine si las rajaduras en columnas, vigas, paredes y pisos del departamento representan un riesgo de daño estructural, así como la oportunidad de aparición y las causas que ocasionaron dichos defectos en el inmueble.

19. Finalmente, cabe señalar que la Sala considera pertinente exhortar a la Comisión a guardar mayor celo en la realización de sus funciones, debiendo cumplir con actuar todos los medios probatorios necesarios para establecer la responsabilidad del proveedor denunciado.

Resuelve:

Declarar la nulidad en todos sus extremos de la Resolución 618-2010/CPC del 10 de marzo del 2010, referida a la denuncia presentada por los señores Edson Martín Correa Ocupa y Nela Yurizán Angeles Rodríguez contra Inversiones Katsuren S.A.C., debido a que no se pronunció respecto a la actuación de la pericia técnica solicitada durante el procedimiento y disponer que la Comisión de Protección al Consumidor - Sede Lima Sur expida una nueva resolución valorando la pertinencia de actuar la pericia solicitada por la parte.

Con la intervención de los señores vocales Camilo Nicanor Carrillo Gómez, Francisco Pedro Ernesto Mujica Serelle, Oscar Darío Arrús Olivera, Hernando Montoya Alberti y Miguel Antonio Quirós García.

Camilo Nicanor Carrillo Gómez

Presidente
__________

1 Identificado con RUC 20513492619 y con domicilio en Jirón Cabo Gutarra 291, distrito de Pueblo Libre, provincia y departamento de Lima.

2 Cuyo texto y sus modificatorias hasta el 30 de enero del 2009 se encuentran comprendidos en el Decreto Supremo 006-2009-PCM, Texto Único Ordenado de la Ley del Sistema de Protección al Consumidor.

3 Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo 230.- Principios de la potestad sancionadora administrativa.

La potestad sancionadora de todas las entidades está regida adicionalmente por los siguientes principios especiales:

1. Legalidad.- Sólo por norma con rango de ley cabe atribuir a las entidades la potestad sancionadora y la consiguiente previsión de las consecuencias administrativas que a título de sanción son posibles de aplicar a un administrado, las que en ningún caso habilitarán a disponer la privación de libertad.

(...).
4. Tipicidad.- Solo constituyen conductas sancionables administrativamente las infracciones previstas expresamente en normas con rango de ley mediante su tipificación como tales, sin admitir interpretación extensiva o analogía. Las disposiciones reglamentarias de desarrollo pueden especificar o graduar aquellas dirigidas a identificar las conductas o determinar sanciones, sin constituir nuevas conductas sancionables a las previstas legalmente, salvo los casos en que la ley permita tipificar por vía reglamentaria.

(...).
9. Presunción de licitud.- Las entidades deben presumir que los administrados han actuado apegados a sus deberes mientras no cuenten con evidencia en contrario.

4 Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo 235.- Procedimiento sancionador

Las entidades en el ejercicio de su potestad sancionadora se ceñirán a las siguientes disposiciones:

(...).
4. Vencido dicho plazo y con el respectivo descargo o sin él, la autoridad que instruye el procedimiento realizará de oficio todas las actuaciones necesarias para el examen de los hechos, recabando los datos e informaciones que sean relevantes para determinar, en su caso, la existencia de responsabilidad susceptible de sanción (...).
5 Así, ante la falta de medios probatorios que sustenten los actos administrativos que imponen sanciones a los particulares, corresponderá emitir un fallo absolutorio.

6 Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo 10.- Causales de nulidad. Son vicios del acto administrativo, que causan su nulidad de pleno derecho, los siguientes:

(...).
2. El defecto o la omisión de alguno de sus requisitos de validez, salvo que se presente alguno de los supuestos de conservación del acto a que se refiere el artículo 14.

7 Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo 3°.- Requisitos de validez de los actos administrativos. Son requisitos de validez de los actos administrativos:
(...).
5. Procedimiento regular.- Antes de su emisión, el acto debe ser conformado mediante el cumplimiento del procedimiento administrativo previsto para su generación.

8 Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo 5°.- Objeto o contenido del acto administrativo

5.4 El contenido debe comprender todas las cuestiones de hecho y derecho planteadas por los administrados, pudiendo involucrar otras no propuestas por éstos que hayan sido apreciadas de oficio, siempre que otorgue posibilidad de exponer su posición al administrado y, en su caso, aporten las pruebas a su favor.

9 Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Título Preliminar. Artículo IV.- Principios del procedimiento administrativo

1.2. Principio del debido procedimiento.- Los administrados gozan de todos los derechos y garantías inherentes al debido procedimiento administrativo, que comprende el derecho a exponer sus argumentos, a ofrecer y producir pruebas y a obtener una decisión motivada y fundada en derecho. La institución del debido procedimiento administrativo se rige por los principios del Derecho Administrativo. La regulación propia del Derecho Procesal Civil es aplicable sólo en cuanto sea compatible con el régimen administrativo.

10 Ley 27444. Del Procedimiento Administrativo General. Artículo 163.- Actuación probatoria

163.1 Cuando la administración no tenga por ciertos los hechos alegados por los administrados o la naturaleza del procedimiento lo exija, la entidad dispone la actuación de prueba, siguiendo el criterio de concentración procesal, fijando un período que para el efecto no será menor de tres días ni mayor de quince, contados a partir de su planteamiento. Sólo podrá rechazar motivadamente los medios de prueba propuestos por el administrado, cuando no guarden relación con el fondo del asunto, sean improcedentes o innecesarios.

Artículo 166.- Medios de prueba. Los hechos invocados o que fueren conducentes para decidir un procedimiento podrán ser objeto de todos los medios de prueba necesarios, salvo aquellos prohibidos por disposición expresa. En particular, en el procedimiento administrativo procede:

1. Recabar antecedentes y documentos.

2. Solicitar informes y dictámenes de cualquier tipo.

3. Conceder audiencia a los administrados, interrogar testigos y peritos, o recabar de los mismos declaraciones por escrito.

4. Consultar documentos y actas.

5. Practicar inspecciones oculares.

11 Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo IV.- Principios del procedimiento administrativo

1. El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los siguientes principios, sin perjuicio de la vigencia de otros principios generales del Derecho Administrativo:
(...).
1.11. Principio de verdad material.- En el procedimiento, la autoridad administrativa competente deberá verificar plenamente los hechos que sirven de motivo a sus decisiones, para lo cual deberá adoptar todas las medidas probatorias necesarias autorizadas por la ley, aun cuando no hayan sido propuestas por los administrados o hayan acordado eximirse de ellas.

En el caso de procedimientos trilaterales la autoridad administrativa estará facultada a verificar por todos los medios disponibles la verdad de los hechos que le son propuestos por las partes, sin que ello signifique una sustitución del deber probatorio que corresponde a éstas. Sin embargo, la autoridad administrativa estará obligada a ejercer dicha facultad cuando su pronunciamiento pudiera involucrar también al interés público.
Documento publicado en la página web de Indecopi.
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soluciones

Gestion, analisis y desarrollo del contenido legal
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